SEÑOR/A JUEZ/A DE GARANTÍAS PENALES DE  …………………(aquí la provincia)
Yo …………………..  con C. I. No. ………….ante usted comparezco para interponer la presente ACCIÓN DE HÁBEAS CORPUS, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 89 de la Constitución del Ecuador, a favor de (NOMBRE COMPLETO DE LA PERSONA RETENIDA)…………………….. de acuerdo a lo siguiente:

1.- Hechos.

1. El día  ………….
2. NOMBRE COMPLETO DE LA PERSONA RETENIDA)……………………. tiene ….años de edad, es legalmente capaz y no se encuentra sometida a ninguna interdicción judicial u orden de privación de libertad. 

3. NOMBRE COMPLETO DE LA PERSONA RETENIDA)……………………….. fue internada por tercera ocasión en la CLÌNICA ……………………….ubicada en ………………………………. por NOMBRES DE QUIEN O QUIENES LA ENCIERRAN 

Sus PADRES O FAMILIA  conocen la situación y han dado paso para que sea internada en contra de su voluntad por su orientación sexual, ya que ella es lesbiana.
4. NOMBRE COMPLETO DE LA PERSONA RETENIDA)………. es de orientación sexual lesbiana, motivo por el cual fue privada de la libertad, hecho que no es del agrado de su familia, quienes consideran que ser lesbiana es un “problema mental”. 

5. NOMBRE COMPLETO DE LA PERSONA RETENIDA)……….. logró comunicarse con una persona que frecuenta este centro y le manifestó su voluntad de escapar de este sitio ya que está peligrando su integridad física, sexual y mental. 

5. La Constitución del Ecuador reconoce el derecho a ejercer con libertad cualquier tipo de orientación sexual, es por eso que al internársele bajo pretexto de rehabilitarle por su condición sexual, en contra de su voluntad, configura una detención ilegal. 
Fundamentos de Derecho

1. El Art. 89 de la Constitución prescribe que: La acción de hábeas corpus tiene por objeto recuperar la libertad de quien se encuentre privado de ella de forma ilegal, arbitraria o ilegítima, por orden de autoridad pública o de cualquier persona, así como proteger la vida y la integridad física de las personas privadas de la libertad . las negrillas son nuestras.

2.1 Estar internado en un centro de recuperación psicotrópica sin propia voluntad u orden judicial constituye detención ilegal y arbitraria.
2. La Convención Americana de Derechos Humanos en su Art. 7(6) contiene la disposición de que: Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez Tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales.

3. El hábeas corpus al ser garantía constitucional de protección a los derechos humanos. Su regulación debe provenir de un mandato constitucional, por tanto constituye un compromiso de los poderes públicos ante los ciudadanos. Es el Hábeas Corpus, un proceso especial y preferente, por el que se solicita del órgano judicial competente el restablecimiento del derecho constitucional a la libertad, vulnerado por la comisión de cualquier detención ilegal que pueda ser dispuesta por persona no encuadrada dentro del poder judicial. Esto implica que toda persona que fuere objeto de privación o restricción de su libertad, o se viere amenazada en su seguridad personal, con violación de las garantías constitucionales, tiene derecho a que un juez competente con jurisdicción en el lugar donde se hubiere ejecutado el acto causante de la solicitud, o donde se encontrara la persona agraviada, presente una acción de Hábeas Corpus, a fin de restituir su libertad. O sea, su pretensión es establecer medios eficaces y rápidos para los eventuales supuestos de detenciones no justificadas legalmente, o que transcurran en condiciones ilegales.

4. Comete un delito de detención ilegal el particular o autoridad  que retenga o encierre a otra persona contra su voluntad privándole de su libertad de movimiento. Para que exista este delito no es necesario que la detención se realice por la fuerza o con violencia ya que también puede utilizarse el engaño. 
5. En este caso ………………………………………………….. NOMBRE COMPLETO DE LA PERSONA RETENIDA)……………………. fue privada de la libertad por miembros de la  Clínica ……………………………………….. y no por orden judicial, por lo tanto se convierte en una detención ilegal. Además de discriminársela por considerarla con trastornos Psicológico por su orientación sexual. Al considerarla un trastorno psicológico.

6. El Tribunal Constitucional, ahora Corte Constitucional, ya ha desarrollado jurisprudencia sobre la vialidad de la acción de hábeas corpus cuando la institución que priva de su libertad no es un centro de rehabilitación social o de detención provisional. Así dentro de la Resolución No.0076-2005-HC, de 6 de julio de 2006 dentro del caso de Luís Eduardo Guachalá Chimbo, la mencionada resolución, establece entre otras, lo siguiente:

El Art. 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas, del cual somos parte desde su ratificación promulgada en el Registro Oficial No. 101 de 24 de enero de 1969 manifiesta: 1) “Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta (...) 4) Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que este decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuere ilegal...las negrillas son nuestras.... La cita de estos textos no pretende que en la presente causa haya existido una privación ilegal de libertad del hoy desaparecido al momento de su internamiento, puesto que no existe información procesal para llegar a tal conclusión; pero si desea llevarnos a establecer que de manera general es factible la interposición del hábeas corpus contra cualquier forma de privación ilegal de libertad cometida por cualquier institución del estado, no necesariamente centro de rehabilitación, y en especial, según el contenido de los párrafos citados, contra centros médicos hospitalarios, puesto que existen situaciones en que el internamiento de una persona en uno de ellos podría ser una privación ilegal de la libertad personal, pues no todo internamiento de una persona con discapacidad mental, como de manera general pero equivocadamente se cree, está exento del pronunciamiento de su propia voluntad, y existen principios que deben ser respetados para realizar tal internamiento, que en caso de ser violados ocasiona una vulneración directa de la dignidad humana. 
  
1. En el presente caso es un centro médico, Centro de Rehabilitación ……………………………….. en el que ……………………………………………………….. NOMBRE COMPLETO DE LA PERSONA RETENIDA)……………………. se encuentra privada de su libertad. La libertad personal es un derecho que sólo puede ser limitado por autoridad competente, es decir, un Juez. En el presente caso no existe orden judicial para que dicha limitación opere, lo que vuelve la detención de ……………………………………………………… en ilegal.
2.2.-Poseer una opción sexual diferente es un derecho constitucional y no una enfermedad.

7. En cuanto a la igualdad de derechos, La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha expresado lo siguiente: 

“El principio de igualdad ante la ley, igual protección ante la ley y no discriminación, pertenece al jus cogens, puesto que sobre él descansa todo el andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional y es un principio fundamental que permean en todo ordenamiento jurídico. Hoy día no se admite ningún acto jurídico que entre en conflicto con dicho principio fundamental (...). Este principio (igualdad y no discriminación) forma parte del derecho internacional general. En la actual etapa de la evolución del derecho internacional, el principio fundamental de igualdad y no discriminación ha ingresado en el dominio del jus cogens.
” 

8. La Constitución del Ecuador establece en su artículo 3 (1) que el Estado es garante de los derechos humanos protegidos por la misma Constitución o por los tratados internacionales de los que el Ecuador sea parte, en los siguientes términos:
3(1).- Garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales, en particular la educación, la salud, la alimentación, la seguridad social y el agua para sus habitantes
Art. 11(2) Todas las personas son iguales y gozaran de los mismos derechos, deberes y oportunidades.

Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma religión, ideología, filiación política, pasado judicial, condición socio-económica, condición migratoria, orientación sexual[...]las negrillas son nuestras.

Art. 11(3) Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de parte.

9. Al respecto podemos mencionar lo manifestado en la Corte Constitucional de Colombia
:
 “El debate contemporáneo jurídico y científico sobre la homosexualidad. 
11- Esta situación de los homosexuales ha sido justificada con base en concepciones según las cuales estas personas, debido a que presentan una orientación sexual distinta a la mayoría de la población, debían ser consideradas anormales, enfermas o inmorales. Así, con algunas notables excepciones como Freud, la psiquiatría y la sicología consideraron durante mucho tiempo a la homosexualidad como una enfermedad mental, que debía ser tratada y curada. Sin embargo, desde los años cincuenta, varias investigaciones, y en especial los trabajos de la psicóloga estadounidense Evelyn Hooker, cuestionaron esa percepción tradicional, pues mostraron que la homosexualidad en sí misma no implica ningún desorden siquiátrica, por cuanto no genera problemas emocionales, ni afecta la posibilidad de vida en sociedad de la persona. Según estos estudios, no existe ninguna diferencia de adaptación sicológica entre un homosexual y un heterosexual ya que ambos pueden llevar vida social y humanamente satisfactorias.

…Por tal razón, la Asociación Americana de Siquiatría eliminó, en 1973, la homosexualidad de la lista de enfermedades mentales en su Manual estadístico y diagnóstico de desórdenes mentales ("Diagnostic and Statistical Manual of Mental Disorders" o DSM). En el mismo sentido se pronunció en 1975 la Asociación Americana de Sicología, al considerar que la evidencia empírica no permitía establecer ningún vínculo entre la orientación sexual de una persona y una eventual sicopatología. Igualmente, como bien lo señala el actor, para la Organización Mundial de la Salud, la homosexualidad no es una enfermedad, ni una conducta dañina, sino que representa una variación de la orientación sexual humana. Por consiguiente, las visiones tradicionales de la homosexualidad como una enfermedad o una anormalidad que debe ser curada médicamente no son aceptables en las sociedades pluralistas contemporáneas, pues desconocen los avances de las teorías sicológicas en este campo y se fundan en una confusión conceptual. Así, y como bien lo señala uno de los intervinientes, los homosexuales son una minoría estadística, y en tal sentido "anormales" pues se distancian de la norma mayoritaria, pero eso no significa que sean personas "anormales" desde el punto de vista sicológico y patológico. En efecto, un fenómeno puede ser estadísticamente anormal pero no por ello indeseable ya que, en los propios términos del interviniente, es anormal y atípico que alguien sea un genio, pero no es algo indeseable”. 

“Estas consideraciones sobre el origen biológico de las orientaciones y el comportamiento homosexuales han llevado a algunos sectores de la doctrina jurídica a considerar que toda diferencia de trato negativa a una persona por el hecho de ser homosexual es injusta y violatoria de la igualdad, puesto que esa condición no es libremente escogida sino que es impuesta por la naturaleza. Por consiguiente, la exclusión a los homosexuales de determinados beneficios sociales, o la imposición de sanciones debido a su orientación sexual, equivale a otras formas de segregación particularmente odiosas y prohibidas, como la discriminación por la raza o por el origen familiar o nacional, puesto que la persona es marginada debido a un status y un comportamiento que se encuentran biológicamente determinados y de los cuales ella no es responsable. Estos enfoques concluyen entonces que si bien la homosexualidad no puede ser considerada, en estricto sentido, un tercer sexo, en el fondo toda medida de segregación contra una persona, por el solo hecho de ser homosexual o tener comportamientos homosexuales, equivale a una discriminación por razón de sexo, que se encuentra prohibida por los tratados de derechos humanos y por la mayoría de las constituciones”. 
10. “El hábeas corpus en su sentido clásico, regulado por los ordenamientos americanos, tutela de manera directa la libertad personal o física contra detenciones arbitrarias, por medio del mandato judicial dirigido a las autoridades correspondientes a fin que se lleve al detenido a la presencia del juez para que éste pueda examinar la legalidad de la privación”
.

11. El Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas en la observación General 8, establece que el concepto de privación de la libertad física incluye, además de la reclusión en instituciones como cárceles o prisiones, toda forma de privación de la libertad, como en este caso la privación de libertad de…………………………………………………………………. NOMBRE COMPLETO DE LA PERSONA RETENIDA)……………………. En el mismo sentido la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha declarado que:

“Se entiende por “privación de libertad”: Cualquier forma de detención, encarcelamiento, institucionalización, o custodia de una persona, por razones de asistencia humanitaria, tratamiento, tutela, protección, o por delitos e infracciones a la ley, ordenada por o bajo el control de facto de una autoridad judicial o administrativa o cualquier otra autoridad, ya sea en una institución pública o privada, en la cual no pueda disponer de su libertad ambulatoria. Se entiende entre esta categoría de personas, no sólo a las personas privadas de libertad por delitos o por infracciones e incumplimientos a la ley, ya sean éstas procesadas o condenadas, sino también a las personas que están bajo la custodia y la responsabilidad de ciertas instituciones, tales como: hospitales psiquiátricos y otros establecimientos para personas con discapacidades físicas, mentales o sensoriales; instituciones para niños, niñas y adultos mayores; centros para migrantes, refugiados, solicitantes de asilo o refugio, apátridas e indocumentados; y cualquier otra institución similar destinada a la privación de libertad de personas.”

12. La Organización Panamericana de la Salud abordó el problema de las detenciones arbitrarias a las personas recluidas en clínicas psiquiátricas, determinando que dicha privación de la libertad debe ser consecuencia de una decisión judicial precedida por un debido proceso legal:

En muchos países de la región de las Américas, las personas con discapacidades mentales pueden ser recluidas en centros psiquiátricos contra su voluntad, indefinidamente, sin apenas justificación, y con poca supervisión o ninguna. Estas circunstancias son una clara violación de derechos humanos, tales como el derecho a la libertad, y del derecho al procedimiento reglamentario con todas las garantías judiciales, tal como establecen los tratados de derechos humanos con fuerza vinculante en los niveles internacional y regional. Además, muchos países de América Latina y el Caribe no han adoptado leyes específicas en materia de salud mental ni han interpretado los dictámenes constitucionales en el contexto de la salud mental de una manera acorde con los principios y recomendaciones que rigen actualmente en materia de derechos humanos. Los mecanismos de vigilancia y monitoreo del Sistema Interamericano de Derechos Humanos pueden constituir un instrumento jurídico eficaz y de utilidad para promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidades mentales; en este sentido pueden suplementar las leyes nacionales o servir como fuente de regulación en aquellos lugares donde no existen leyes nacionales. Los países deben promulgar leyes nacionales que confieren una protección básica, de acuerdo con las garantías legales, a aquellas personas que hayan sido recluidas en centros de salud mental en contra de su voluntad. Esto ayudaría a garantizar que las personas no sean internadas y retenidas de forma arbitraria, que la discapacidad mental sea lo bastante grave como para justificar su internamiento involuntario, y que la decisión de internar y retener a la persona sea revisada periódicamente, de manera eficiente, por un tribunal independiente e imparcial. Consideramos necesaria una aplicación más rigurosa de las normas de los derechos humanos por parte del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, a fin de lograr que los estados se responsabilicen de la manera como tratan a las personas con discapacidades mentales y que promulguen leyes para proteger los derechos de aquellas que hayan sido recluidas en centros psiquiátricos contra su voluntad.

13. Si el juez no puede revisar la legalidad de la detención podríamos afirmar que el hábeas corpus no es una acción idónea para garantizar el derecho a la libertad personal. En este sentido la Corte Constitucional, antes Tribunal Constitucional en una de sus resoluciones hizo ver la forma inconstitucional en que procedían los alcaldes de la siguiente manera:

Los errores cometidos por la Alcaldía en las acciones de hábeas corpus, cuando tenían la facultad de resolver eran comunes, como ya lo ha señalado el Tribunal Constitucional, “[e]n la mayoría de los casos los alcaldes, seguramente por desconocimiento de las normas constitucionales se limitan a constatar si el detenido estaba a órdenes de un juez y éste ha dictado, aunque sea ilegal y extemporáneamente, orden de detención preventiva y a base de ello [...] negaban la acción de hábeas corpus [...]. Es obligación del alcalde y sus asesores constatar si la detención, en lo sustantivo es legal o ilegal”
.
14. La Ley Orgánica de Garantías Constitucionales y Control Constitucional contempla varias posibilidades para la aplicación del habeas corpus:

Art. 43.- Objeto.- La acción de hábeas corpus tiene por objeto proteger la libertad, la vida, la integridad física y otros derechos conexos de la persona privada o restringida de libertad, por autoridad pública o por cualquier persona, tales como:

1. A no ser privada de la libertad en forma ilegal, arbitraria o ilegítima, protección que incluye la garantía de que la detención se haga siempre por mandato escrito y motivado de juez competente, a excepción de los casos de flagrancia;

15. En el presente caso …………………………………………………………………. NOMBRE COMPLETO DE LA PERSONA RETENIDA)……………………., se encuentra privada de su voluntad, dentro de un centro que supuestamente “cura adicciones” sin que exista orden de un juez competente. Sumado a su condición de incomunicación y a que este Centro aceptó secuestrar y recluir a una persona por el hecho de que dicha persona es lesbiana.

16. Para abundar sobre el tema, cabe recalcar que las orientaciones sexuales alternativas no constituyen desde ningún punto de vista una enfermedad:

(1) en 1997 fue despenalizada la homosexualidad; (2) en 1973 la Asociación Americana de Psiquiatría retira de su manual de diagnóstico de enfermedades (DSMIV) a la homosexualidad; (3) que el 17 de mayo de 1990, la Organización Mundial de la Salud (OMS) excluyó la homosexualidad y al lesbianismo de la Clasificación Estadística Internacional de Enfermedades y otros Problemas de Salud (4) en las Constituciones de 1998 y de 2008 se reconoce el derecho a tomar decisiones libre y responsables sobre su vida sexual e incluye la orientación sexual como categoría sospechosa de discriminación.
17. Como vemos, la humanidad ha avanzado en esta materia, por lo que sorprende que en Ecuador se sigan repitiendo hechos como el denunciado y que semana a semana  jóvenes sean internados contra su voluntad en clínicas clandestinas de tratamiento de adicciones sin orden legal para curar supuestamente de su “orientación sexual”.

18. Por lo tanto, lo que se pretende en este caso es la constatación de la detención ilegal de ………………………………………………………………… NOMBRE COMPLETO DE LA PERSONA RETENIDA)……………………., cuestión que está a la vista y que contraviene disposiciones expresas de las normas ya citadas. Dichas normas buscan proteger la libertad individual de una persona.

3.- Petición

1. Por lo antes expuesto solicitamos que:

· Ordene al director o representante legal de esta institución la inmediata libertad de la señorita NOMBRE COMPLETO DE LA PERSONA RETENIDA)………
· Que usted señor Juez, determine una reparación material y moral
 a ……………….A a favor de NOMBRE COMPLETO DE LA PERSONA RETENIDA)……… por el tiempo que se la mantuvo privada de la libertad. 
· Que usted señor Juez remita copia del presente expediente a los agentes fiscales de su jurisdicción para que estos inicien las acciones correspondientes para determinar la responsabilidad penal de las personas involucradas en la privación ilegal de la libertad NOMBRE COMPLETO DE LA PERSONA RETENIDA)………
· Que usted señor Juez remita copia del presente expediente a los titulares del Consejo Nacional de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas; del Ministerio de Inclusión Económica y Social; y, Ministerio de Salud Pública, para que estos inicien las investigaciones para establecer las responsabilidades y sanciones administrativas correspondientes en contra de la Clínica de Rehabilitación para alcohólicos y drogadictos, denominada ……… por la privación ilegal de la libertad de NOMBRE COMPLETO DE LA PERSONA RETENIDA)………
4.- Notificaciones

Notificaciones que nos correspondan las recibiremos a los teléfono 2545593, al correo electrónico fcausana@gmail.com, o al Casillero Judicial # _____ del Palacio de Justicia de ………………..(provincia)
Atentamente,
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